Evaluación participativa para una Educación de Calidad 
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La presencia, en este espacio, de la Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina (CTERA) tiene que ver con su pertenencia a la Intersindical del Mercosur, con participación en los Grupos de Trabajo  del sector educativo, entre los que se encuentra el de Formación Docente. Hoy también están presentes aquí  compañeros de otras centrales sindicales, como es el caso del compañero Guillermo Scherping,  de la CUT y del Colegio de Profesores de Chile.

Nuestra presencia en esta mesa pretende dar cuenta del conocimiento producido en las escuelas y en las luchas protagonizadas por las y los trabajadores de la educación nucleados en la Confederación; y, desde este lugar, venimos a contar cuál es nuestra posición, construida históricamente, sobre el tema que o cupa a esta mesa.

Nuestra CTERA nace en año 1973 con una impronta especial: defender los derechos de los trabajadores de la educación como parte de  la defensa de la escuela pública -entendida ésta como lugar de realización del derecho social a la educación- y  luchar por los derechos todos los trabajadores y de nuestro pueblo.
Este compromiso social inaugural nos ha costado compañeras y compañeros muertos y desaparecidos: Arancibia, Requena, Marina Vilte, quienes forman parte de? una historia que nos compromete, en la disputa de sentidos de la educación, de la escuela y de la vida de nuestro pueblo, con un legado por lo público , lo popular, lo democrático y lo liberador. 
En este marco,  y con la voluntad política de un gobierno que mantuvo sus convicciones, hemos trabajado junto con otras organizaciones sociales por una Ley de Educación Nacional que hoy garantiza la educación como un derecho social. 
Desde allí, las y los trabajadores de la educación consideramos que educación, entendida como  derecho social, requiere necesariamente de procesos integrales, participativos, formativos de evaluación, que vayan dando cuenta del cumplimiento de la forma en cómo este derecho está siendo garantizado para todos y todas, en los distintos ámbitos, niveles y dimensiones del sistema educativo.

Los procesos de evaluación están vinculados a objetivos, a aquello que perseguimos. El propósito a alcanzar es una mejor educación para que nuestro pueblo construya su historia en condiciones de igualdad y justicia. Una evaluación vinculada a este propósito es un instrumento para alcanzarla. No es un proceso que se detiene en describir resultados, sino que hace su aporte para mejorarla. Desde CTERA estamos pensando en una evaluación que tiene la función de ayudar a concretar ese objetivo, que nos permita visualizar los avances, las intervenciones que mejoran trayectorias escolares; una evaluación que nos marque cuáles son las dificultades, las falencias, las vacancias que tenemos,  con el propósito de mejorar nuestro camino en el sentido correcto. 
Consideramos que esta evaluación tiene que ser integral; y cuando decimos integral nos referimos a políticas educativas de evaluación con incidencia en el sistema, en el plano institucional y en el aula. La focalización de la misma en el aula solo proporciona datos descontextualizados. Desde nuestro punto de vista, se requiere dar cuenta de las condiciones de esos contextos, de las decisiones y de acciones que actuaron para alcanzar una mejora en el sistema y también tiene que haber, como bien lo plantea nuestra nueva Ley de Educación, una auto-evaluación institucional. 

En la institución y en el aula resulta necesario activar un proceso de evaluación realizad de manera colectiva, que dé cuenta de las prácticas docentes. Y ese proceso no puede ser concebido como un control desde afuera, ubicando bajo sospecha tales prácticas, como si fueran  responsables del fracaso de la educación. Los logros y los fracasos son  responsabilidad tanto de las y los docentes como de las políticas implementadas por los gobiernos, que muchas veces son diseñadas por organismos internacionales que proponen soluciones a las problemáticas educativas en un sentido contrario al que los pueblos aspiran.

Desde nuestra perspectiva, la evaluación tiene que ser participativa, con intervención de los sujetos que forman parte del proceso educativo, donde estén los funcionarios, pero también estén los docentes, los estudiantes, los padres y la comunidad donde están insertas nuestras escuelas, además de las organizaciones sociales y los académicos que producen un saber sobre el sistema y sobre la escuela. 

Esta concepción de la evaluación nos permitirá transformarla en una instancia formativa para los sujetos que integran el proceso; y, en ese marco, que permita mejorar la educación. Entendemos que la evaluación es para eso, para mejorar la educación; por lo tanto, no puede ser punitiva, no puede ser utilizada para castigar ni a los estudiantes ni a los docentes, como han propuesto algunas políticas, que han servido para generar rankings de mejores o peores estudiantes, docentes, o países. La evaluación tiene que permitirnos generar o descubrir aspectos para profundizar la formación e identificar aquellos en los cuales hay vacancias. La evaluación debe servirnos para que los sujetos que forman parte de esta evaluación sean también protagonistas del análisis del proceso mismo y de sus resultados. 

Asimismo, otra cuestión que nos parece importante incluir en esta reflexión son las condiciones reales en las cuales nosotros, las y los docentes, concretamos esta evaluación. Nosotros, desde CTERA,  entendemos estas condiciones desde tres niveles: la organización de la institución,  la organización del trabajo y la organización del currículo.

En el nivel de la organización de la institución escolar, nos preguntamos cuáles son las formas de hacer en la institución, cuáles son los espacios y los tiempos para el trabajo grupal, para el trabajo colectivo, y si existen esos tiempos. También nos preguntamos cuál es la jornada escolar de los estudiantes y de los docentes, porque una cuestión que se invisibiliza a la hora de plantear algunas políticas -en este caso, la evaluación- es que la jornada laboral del docente solamente está pensada para que éste dicte clase.
 Inescindible de la organización institucional es la organización del trabajo docente y las condiciones en que tiene lugar el mismo. Sabemos que el trabajo de los docentes incluye un proceso que es más complejo que dictar clase. ¿Qué quiero decir con esto? Hay otras tareas que los docentes hacemos y que no están consideradas en la jornada laboral, y que, por lo tanto, no están pagadas, remuneradas. ¿Cuáles son las tareas que realizamos fuera del horario y de la institución escolar? Por ejemplo, la planificación, la evaluación, la propia formación. Nosotros planteamos que a la hora de pensar una política de evaluación habrá que considerar estas condiciones que hacen al trabajo del docente, que posibilitan u obstaculizan la discusión grupal y la producción colectiva. Las condiciones requeridas son aquellas que harían posible el reconocimiento del conocimiento que producimos todos los docentes, pero que, por no tener estos tiempos y estos espacios para sistematizarlo, los mismos docentes desconocemos que esto es una construcción colectiva de la que, a veces, otros se apropian.
Por lo tanto, una política de evaluación que promueva la mejora de la educación, entendida como derecho social, debe tener en cuenta estas cuestiones, que hacen a las condiciones de posibilidad. Las políticas evaluativas que subyacen, por ejemplo, a las pruebas PISA -que busca resultados y estándares- no  plantean  mejorar lo que nosotros queremos mejorar, que es la educación. Se habla mucho de algunos casos que resultan emblemáticos a nivel mundial, por ejemplo,  Finlandia, que es uno de los países que tiene los mejores resultados en las pruebas PISA. Ahora bien, viendo de cerca el caso de Finlandia, esos resultados que se difunden ocultan otra parte de las políticas educativas de ese país: hay un informe -titulado Informe McKinsey- y también un artículo de Rosa María Torre, en los que se describen ciertas condiciones deseadas por los trabajadores de la educación que en Finlandia se concretan. Por ejemplo, la cantidad de alumnos por aula no son mayores a veinte –depende del nivel y la modalidad-. Asimismo, los docentes tiene muy buenos salarios (los mejores salarios son de los maestros de nivel inicial y los de primaria) y tienen tiempos para el trabajo colectivo, para la planificación, para pensar. Pero dentro de la jornada laboral, los docentes disponen de tiempos no solamente para la enseñanza, sino para hacer otras tareas que hacen al proceso de trabajo, como es la planificación y la formación en ejercicio. En algunos de los países del mundo, por el contrario, se ha naturalizado que esta formación siempre está afuera de nuestra jornada laboral. En el caso de Finlandia, forma parte de la jornada laboral, hay docentes que acompañan a los nuevos docentes y hay cien horas anuales para la formación en  ejercicio en el calendario escolar. Además, en ese país, hay una fuerte formación para los equipos de conducción y existen docentes que acompañan las trayectorias estudiantiles. En Finlandia, los chicos  no repiten -como hemos naturalizado aquí, en la Argentina- y se generan ciertas condiciones para que estos estudiantes puedan aprender.

Nosotros, en CTERA, estamos preocupados y nos ocupamos de la evaluación, porque nos interesa una educación mejor, una educación de calidad. Para eso, las y los docentes necesitamos ciertas condiciones que generen posibilidades de mejorar la educación. En ese sentido, que el Estado debe generar en los distintos niveles y modalidades del sistema: una organización institucional que repiense el uso del espacio y el tiempo, dando una direccionalidad política, planificando el uso de estos tiempos que los maestros tienen, como un tiempo no solo dedicado a la enseñanza. Digo esto pensando en iniciar una etapa de transición, aunque está claro que la meta es una jornada laboral que nos permita pensar en todo nuestro proceso de trabajo. 

En la secundaria es necesario concretar algo que ya está definido en la resolución 84 del Consejo Federal de Educación, en el punto 108, donde se plantea ir transitoriamente del puesto de trabajo por horas a un puesto de profesor por cargo. Es necesario avanzar hacia la  conformación de un puesto de trabajo que contemple un tiempo para el dictado de clase y un tiempo para el trabajo institucional. Esta es una cuestión pendiente y necesaria. Por otro lado, otro aspecto que consideramos indispensable  es la estabilidad laboral, condición que ya hemos logramos a lo largo y a lo ancho del país gracias a nuestra paritaria nacional. 

Desde la CTERA, sabemos que avanzar en estos aspectos  requiere mayor financiamiento por parte del Estado, pero también somos conscientes de que un mayor presupuesto educativo hace a condiciones que permitan mejorar la calidad de la educación en la secundaria. Hemos avanzado, porque sabemos que la educación es obligatoria y tiene que estar garantizada por el Estado para todos los estudiantes. Ahora bien, estas otras condiciones también son necesarias para posibilitar más y mejor educación.

Nos parece también necesario plantear en el plano de Latinoamérica, y en función a los procesos que venimos viviendo como latinoamericanos, la importancia de construir indicadores de evaluación que sean propiamente nuestros. ¿Qué quiero decir con esto? Que para la construcción de los mismos se tomen en cuenta las mejores tradiciones y experiencias de los educadores latinoamericanos; porque hay prácticas propias que son muy buenas, que debemos recoger, potenciarlas y difundirlas. Pero estos indicadores acerca de qué evaluar tienen que estar situados, tienen que reflejar los procesos políticos y sociales que viene viviendo Latinoamérica. Por lo tanto, no estamos de acuerdo con que estos indicadores sean estándares pensados por otros, que recogen la tradición del mercado.  Nos preocupa y  no le encontramos el sentido político a seguir en las pruebas PISA. Sí, nos interesa la evaluación porque nos interesa mejorar la educación y las y los trabajadores estamos dispuestos a construir un sistema de evaluación participativamente, porque somos los hacedores del proceso educativo junto con otros sujetos, como son los estudiantes, los padres, las comunidades y las organizaciones sociales.

�	 Actualmente es Vocal de la Junta Ejecutiva de la Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina (CTERA). Es miembro del consejo consultivo del Instituto Nacional de Formación Docente en representación de CTERA, y es Pro-Secretaria de Educación electa de la CTERA.





